
Voces: CONSTITUCION NACIONAL ~ CUESTION PROCESAL ~ DEFENSA EN JUICIO ~ GARANTIAS CONSTITUCIONALES ~ GRAVEDAD INSTITUCIONAL ~ PROCEDENCIA DEL RECURSO ~ RECURSO EXTRAORDINARIO ~ RECUSACION ~ SENTENCIA ~ SENTENCIA DEFINITIVA 

Tribunal: Corte Suprema de Justicia de la Nación(CS) 

Fecha: 14/11/1963 

Partes: Penjerek, Norma Mirta 

Hechos: 
En un proceso penal en el cual se investiga la comisión de los delitos de rapto y homicidio, el juez de primera instancia rechazó la recusación de la que fue objeto. Apelada la sentencia, el recusante solicitó a la Cámara de Apelaciones que se fijara audiencia para informar oralmente y sustentar la recusación. La Cámara rechazó el pedido y rechazó la recusación por infundada. Interpuesto recurso extraordinario, la Corte Suprema lo admite y deja sin efecto lo resuelto. 
Sumarios: 
1. Aun cuando la materia del pronunciamiento apelado sea procesal, por lo común ajena a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48 (Adla, 1852-1880, 364), se justifica la apertura del recurso extraordinario cuando lo resuelto reviste gravedad institucional, con miras a la debida preservación de los principios básicos de la Constitución Nacional. 
2. Las cuestiones re recusación se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio y esta exigencia cobra carácter prevalente cuando las cuestiones sometidas a juicio superan los intereses de los partícipes de la causa, de tal modo que ella conmueve a la comunidad entera, en sus valores más sustanciales y profundos, como sin duda ocurre en el proceso por rapto y homicidio en que se ha planteado la incidencia. 
3. La jurisprudencia con arreglo a la cual el recurso extraordinario es improcedente respecto de resoluciones atinentes a la recusación o inhabilitación de los jueces de la causa, que se sustenta esencialmente en el carácter procesal del punto y en la falta de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48 (Adla, 1852-1880, 364), no impide admitir el recurso cuando las cuestiones sometidas a juicio superan los intereses de las partes. 
4. La resolución de la Cámara de Apelaciones que rechazó el pedido del recusante para que se realizara la audiencia oral a los fines de sustentar su planteo, y acto seguido, rechazó la recusación, constituye un procedimiento que no contempla adecuadamente la garantía de la defensa, pues el juicio al que la ley se refiere, aún sumario, no es sin más, para el caso, la sentencia que pone fin al artículo. 
Texto Completo: Dictamen del Procurador General de la Nación: 

Suprema Corte: 

Si bien una larga línea jurisprudencial declara insusceptibles de recurso extraordinario las decisiones que versan sobre recusación de los jueces, máxime si se trata de litigios que tramitan ante tribunales provinciales (Fallos 238:303; 241:122 y 37; 243:446 y otros), V. E. ha cuidado de advertir que ello es por vía de principio, admitiendo implícitamente — en mi opinión— que puede, en ciertos casos, existir razón valedera para prescindir de la doctrina de tales precedentes (Fallos: 244:418, 1er. párrafo). 

Estimo que en el sub lite se da ese excepcional supuesto. Huelga poner de relieve la difusión y notoriedad que ha alcanzado este proceso: la prensa le ha dedicado una atención extraordinaria, y la opinión pública ha sido conmovida por las características de los hechos investigados y la extensión y ramificación que se les atribuye. 

Con razón o sin ella, esta causa y las que le son conexas han llegado a poner a prueba, ante los ojos del país, la eficacia y objetividad de nuestra administración de justicia, sin que se establezcan distinciones de fuero o de jurisdicción, que, por lo general, escapan a la comprensión del lego. 

Por tal motivo, es indispensable que no subsista la menor duda de que tanto la acusación como la defensa han contado y contarán con las más amplias garantías para hacer valer sus respectivas pretensiones. Cualquier limitación infundada al ejercicio de esos derechos, cobra en este caso grave trascendencia institucional, porque puede traducirse en menoscabo de la confianza que el pueblo deposita en el Poder Judicial. Mantener incólume esa confianza, a través de la prudencia y sabiduría con que ejercita la facultad de revisión instituida por el art. 14 de la ley 48, es tal vez la más alta misión que haya sido confiada a V. E., como órgano supremo del sistema judicial argentino e intérprete final de la constitución (Fallos: 240:237). 

La decisión de fs. 19 tiene, a mi juicio, la trascendencia a que acabo de referirme. En efecto, ella deniega la celebración de un acto procesal expresamente establecido por el art. 37 del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires: es decir, un juicio oral y sumario para conocer de la causa de recusación. 

El argumento sobre el cual el a quo funda su decisión, esto es el de que se trata de una cuestión de puro derecho, aparece en flagrante contradicción con las constancias de autos. Basta para demostrarlo concluyentemente señalar que, en definitiva, la recusación es rechazada por el mismo tribunal sobre la base de la consideración de circunstancias de hecho y prueba (auto de fs. 20). 

La resolución apelada aparece, pues, como una arbitraria limitación a la garantía constitucional de la defensa en juicio, razón por la cual, y en atención a las especiales circunstancias que antes he mencionado, y que estimo hacen aplicable al caso la doctrina de Fallos: 248:189 y 250:699, considero que procede hacer lugar a la queja deducida contra la denegatoria de fs. 39, y revocar la resolución apelada en cuanto ha sido materia del recurso extraordinario, a efectos de que por el tribunal que corresponda se dé el debido trámite al incidente de recusación. — Octubre 22 de 1963. — Ramón Lascano. 

Buenos Aires, noviembre 14 de 1963. 

Y Considerando: 1°) Que, aunque la materia del pronunciamiento apelado sea procesal, por lo común ajena a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48, se justifica la apertura del recurso extraordinario cuando lo resuelto reviste gravedad institucional, con miras a la debida preservación de los principios básicos de la Constitución Nacional — Fallos: 248:189; 250:699 y otros— . 

2°) Que la jurisprudencia con arreglo a la cual el recurso extraordinario es improcedente respecto de resoluciones atinentes a la recusación o inhabilitación de los jueces de la causa, se sustenta esencialmente en el carácter procesal del punto y en la falta de sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48. 

3°) Que, ello no obstante, no es dudoso que las cuestiones de recusación se vinculan con la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa en juicio — Fallos: 198:78 y otros— . 

4°) Que esta exigencia cobra carácter prevalente cuando las cuestiones sometidas a juicio superan los intereses de los partícipes en la causa, de tal modo que ella conmueve a la comunidad entera, en sus valores más sustanciales y profundos, como sin duda ocurre en el proceso por rapto y homicidio en que se ha planteado la incidencia. En tales condiciones, tampoco es dable la demora en la tutela del derecho comprometido que requiere, en cambio, consideración inmediata, como oportuna y adecuada a su naturaleza. 

5°) Que en suma, el Tribunal coincide con lo concluido en el dictamen de fs. 13 y estima, en consecuencia, que el recurso extraordinario deducido a fs. 29/38 del principal, debe declararse procedente. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Señor Procurador General, se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 29/38 de los autos principales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser necesaria más sustanciación. 

6°) Que, promovida a fs. 4/12 la recusación del Señor Juez de la causa, no admitida por éste — fs. 14— se elevó el incidente a la Excma. Cámara de Apelaciones, conforme al art. 37 del Código de Procedimientos Penales de la Provincia de Buenos Aires — fs. 15— . Notificada al recurrente la radicación de la causa — fs. 16— se presentó ante ese Tribunal el 27 de septiembre pasado, solicitando se fijara audiencia para informar oralmente y sustentar la recusación formulada, en los términos del art. 37, párr. 2°, del Código mencionado. La Cámara, en el curso del día siguiente, resolvió sucesivamente: 1°) Que no había hechos controvertidos, en virtud de lo cual correspondía prescindir de la audiencia oral; 2°) Y sin que quedara firme esa resolución, que la recusación era infundada, por lo que la rechazó — fs. 19 y 20— . 

7°) Que no cabe descartar de plano la posibilidad de que, en presencia de los términos del escrito de recusación y del auto de fs. 14, que no reconoció las causales invocadas en aquél, el juicio "oral y sumario" a que se refiere el texto legal antes citado no brindara al recurrente la oportunidad de alegar y probar en defensa de su derecho. Siendo ello así, la resolución de la Cámara que le priva de tal posibilidad, para decidir acto seguido, en el mismo día, sobre el fondo del asunto, viene a constituir un procedimiento que no contempla adecuadamente la garantía de la defensa — Fallos: 193:408; 237:193; 240:160 y otros— , pues el "juicio" a que la ley se refiere, aun sumario, no es sin más, para el caso, la sentencia que pone fin al artículo. 

8°) Que, en efecto, corresponde a las modalidades de la causa la extrema ponderación y prudencia en el curso de su trámite, de modo a salvaguardar las exigencias de una inobjetable administración de justicia, tanto para el honor y los bienes de los procesados, como para la dignidad de los funcionarios y magistrados que han de ejercerla y el sosiego y la tranquilidad colectivos. 

9°) Que corresponde concluir, en atención a lo expuesto, que lo actuado de fs. 19 en adelante vulnera, en el caso, la garantía de la defensa en juicio. Debe, en consecuencia, ser dejado sin efecto. 

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el Señor Procurador General, se dejan sin efecto las resoluciones dictadas a fs. 19 y fs. 20. Y vuelvan los autos al Tribunal de su procedencia a fin de que, por quien corresponda, se tramite y decida la causa con arreglo a derecho, ajustándose a lo resuelto en la presente sentencia. — Benjamín Villegas Basavilbaso. — Aristóbulo D. Arroz de Lamadrid. — Pedro Aberasturi. — Esteban Imaz. — José F. Bidau. 


